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Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la 
Juez Méndez Miró y la Juez Rivera Pérez 
 

Rodríguez Casillas, juez ponente 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de junio de 2022. 

Comparece ante nos Jorge Ibrahim García Díaz (en adelante, 

Jorge Ibrahim o peticionario) mediante el presente recurso de 

certiorari para solicitar la revocación la Resolución dictada el 16 de 

marzo de 2022,1 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Relaciones de Familia y Menores de Bayamón (en adelante, TPI). 

En dicho dictamen, se desestimó la solicitud de alimentos 

presentada por el joven Jorge Ibrahim y, en consecuencia, relevó a 

su padre, el Sr. Rafael García Pagán (en adelante, señor García 

Pagán o recurrido), del pago de la pensión alimentaria entre 

parientes.  

Examinado el recurso, resolvemos expedir el auto solicitado y 

revocar la Resolución recurrida. Veamos. 

 

 
1 Notificada el 18 de marzo de 2022. 



 
 

 
KLCE202200417 

 

2 

-I- 

El joven adulto Jorge Ibrahim ha sido diagnosticado con 

autismo dentro del espectro Asperger. El 19 de febrero de 2019, el 

TPI dictaminó que éste es acreedor de una pensión de alimentos 

entre parientes para concluir sus estudios universitarios. Así, el 10 

de junio de 2019 el TPI aprobó la estipulación de las partes donde 

el señor García Pagán se comprometió a pagar $375 por concepto 

de pensión alimentaria a favor de su hijo mayor de edad. 

Posteriormente, el 15 de febrero de 2021 el señor García 

Pagán presentó una Moción en solicitud de remedio donde solicitó el 

relevo de la pensión alimentaria a partir del mes de junio de 2021. 

Según el recurrido, la pensión se acordó considerando que su hijo 

culminaría el bachillerato en ingeniería mecánica en verano de 2021 

(7 años de bachillerato). Sin embargo, el joven decidió cambiar de 

concentración posponiendo la culminación de sus estudios hasta el 

2024 (10 años de bachillerato). Por lo que ello significaba que el 

señor García Pagán pagara la pensión alimentaria por tres (3) años 

adicionales —a lo que adujo— que representa un abuso del derecho, 

contrario a la proporcionalidad que debe imperar en los casos de 

pensión alimentaria entre parientes por razón de estudios. Además, 

alegó que: tiene otro hijo de 10 años; su esposa sufre de cáncer; 

tiene 60 años; está desempleado; y padece de varias enfermedades 

que lo limitan en la obtención de recursos económicos. 

Sin ulterior trámite, el TPI declaró ha lugar la petición del 

recurrido.  

No obstante, dicho dictamen fue revocado por el Tribunal de 

Apelaciones el 28 de junio de 2021 en el auto de certiorari 

KLCE2022100686. En su lugar, se devolvió el caso al TPI para la 

celebración de una vista evidenciaria para auscultar las 

circunstancias particulares de las partes en atención a la solicitud 

de relevo.  
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Así las cosas, el TPI señaló vista evidenciara para el 9 de 

febrero de 2022. Según surge del expediente, ninguna de las partes 

presentó prueba que sustentara su postura sobre la procedencia del 

relevo de la pensión alimentaria o la continuación de la misma.  

En vista de lo anterior, el TPI dictó el 16 de marzo de 2022 la 

Resolución aquí recurrida. Concluyó que: 

[a]l no haber provisto los documentos solicitados por el 
tribunal, el interventor [Jorge Ibrahim] falló en probar la 
razonabilidad del objetivo deseado. Somos de la opinión de 
que no sería razonable obligar al padre a costear los gastos 
de una nueva carrera cuando el joven estudiante tiene 25 
años, y está próximo a cumplir los 26 en noviembre del 
presente año. 

 

Inexplicablemente, el foro primario desestimó la solicitud de 

alimentos entre parientes en favor del joven Jorge Ibrahim, 

relevando al señor García Pagán del pago de la pensión por razón de 

estudios —efectivo el 1 de marzo de 2022—.  

Inconforme, la parte peticionaria acudió ante nos mediante el 

presente auto de certiorari donde nos plantea que:   

Erró el TPI en relevar al recurrido Rafael García Pagán, del 
pago de la pensión [de] alimentos futuros entre parientes, sin 
vista, en violación al debido proceso de ley. 

 

Transcurrido el término concedido al señor García Pagán para 

presentar su posición sobre el recurso, procedemos a resolver sin el 

beneficio de su comparecencia. 

-II- 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que el auto 

de certiorari es “un vehículo procesal discrecional que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior”.2 Por lo que entiende por discreción como el “tener 

poder para decidir en una forma u otra, esto es, para escoger entre 

uno o varios cursos de acción”.3 En ese sentido, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, nos delimita las instancias en que habremos de 

 
2 IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). 
3 García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005). 
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atender y revisar —mediante este recurso— las resoluciones y 

órdenes emitidas por los tribunales de primera instancia, a saber: 

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión. 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales.4 

 

A su vez, en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones,5 adquiere mayor relevancia en situaciones en las que, 

de ordinario, no están disponibles otros métodos alternos para la 

revisión de determinaciones judiciales y así evitar un fracaso de la 

justicia.6 Por lo que disponemos de los siguientes criterios: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia. 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.7 

 
4 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
5 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
6 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 339. 
7 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 



 
 

 
KLCE202200417    

 

5 

En fin, siendo la discreción la característica distintiva —para 

la expedición de este recurso— conferida a los tribunales revisores, 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha dispuesto que: 

[d]e ordinario, no se intervendrá con el ejercicio de discreción 
de los tribunales de instancia, salvo que se demuestre que 
hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó 
con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 
interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 
derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 
evitará un perjuicio sustancial.8 

  

-III- 

 En resumen, la parte peticionaria sostiene que el TPI incidió 

al emitir su dictamen sin la oportunidad de una vista evidenciaria 

con relación a la solicitud de relevo de la pensión alimentaria 

presentada por el recurrido en violación al debido proceso de ley. Le 

asiste la razón. 

 Aun cuando surge del expediente que en la vista de 9 de 

febrero de 2022 ninguna de las partes presentó prueba en respaldo 

a su postura, razonamos que el aludido foro actuó contrario a 

derecho y en abuso de su discreción al, sin trámite ulterior, 

desestimar de plano la solicitud de alimentos entre parientes por 

razón de estudios y darle paso a la solicitud de relevo de pensión 

alimentaria entre parientes. Esta determinación no fue 

fundamentada en derecho. 

Adviértase que existe un mandato expreso del Tribunal 

Apelaciones a los fines de escudriñar las circunstancias particulares 

de las partes en atención a la solicitud de relevo de pensión. En ese 

sentido, le corresponde —en primer lugar— al señor García Pagán 

demostrar aquellos cambios en sus circunstancias personales y 

fácticas en el caso que ameritan el relevo; mientras, que el 

peticionario debe repeler tal postura y demostrar que continúa 

siendo acreedor de la asistencia económica en atención al cambio 

del plan de estudio originalmente proyectado. Lo anterior, 

 
8 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338. 
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considerando evidentemente el hecho cierto de que el joven Jorge 

Ibrahim fue relevado de demostrar aprovechamiento académico para 

ser merecedor de los beneficios de ayuda económica para completar 

sus estudios universitarios.9  

Sin embargo, no comprendemos cómo, sin la presentación de 

prueba alguna por ambas partes, el TPI se inclinó sin más a relevar 

al señor García Pagán del pago de la pensión y, en consecuencia, 

dejar desprovisto a su hijo de la asistencia económica de la cual, 

ante falta de prueba en contrario, al día de hoy continúa siendo 

acreedor. Ciertamente, la actuación del TPI resulta arbitraria y 

contraria al derecho fundamental a recibir alimentos y la clara 

política pública y estatutaria de beneficiar a quien adviene a la 

mayoridad en circunstancias tan particulares como la del presente 

caso. 

Todavía más, es harto conocido que el peso de la prueba lo 

tiene —en primera instancia— la persona que solicita el relevo de 

pensión. Es decir, el alimentante debe presentar el cambio de las 

circunstancias económicas que lo llevan hacer dicha solicitud, así 

como la falta de capacidad económica; entonces, es cuando la otra 

parte —el alimentista— debe probar la necesidad. No al revés como 

aquí ocurrió. 

Ante los hechos de este caso, lo que procedía era declarar no 

ha lugar la solicitud de relevo y mantener la determinación previa 

de alimentos entre parientes, con una expresión de conceder un 

término final, en la cual las partes presentaran su prueba como 

corresponde y mandata la ley. Por lo que de proceder o no el relevo 

de pensión, el TPI debía fundamentarlo mediante una Resolución. 

Tampoco ocurrió. 

 
9 Apéndice I del recurso de certiorari, págs. 2-5. 
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En ese sentido, resolvemos que el TPI abusó de su discreción 

al relevar al señor García Pagán del pago de la pensión alimentaria 

entre parientes a favor de su hijo Jorge Ibrahim, sin la celebración 

de una vista evidenciaria que respaldara tal decisión. Por lo que 

expedimos el auto de certiorari y revocamos la Resolución recurrida. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari y revocamos la Resolución recurrida.  

Se ordena al TPI a celebrar una vista evidenciaria conforme a 

lo aquí intimado. Se restablece la pensión relevada al estado de 

derecho previo a la resolución recurrida, hasta que se celebre la vista 

correspondiente y ambas partes presenten la prueba requerida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

                                                     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


